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I. Principado de Asturias

Disposiciones Generales••
Consejería de Educación y Cultura

Decreto 7/2019, de 6 de febrero, de primera modificación del Decreto 249/2007, de 26 de septiembre, por el que 
se regulan los derechos y deberes del alumnado y normas de convivencia en los centros docentes no universitarios 
sostenidos con fondos públicos del Principado de Asturias.

Preámbulo

El sistema educativo español se inspira en principios como la calidad de la educación para todo el alumnado, la equi-
dad que garantice la igualdad de oportunidades para el pleno desarrollo de la personalidad a través de la educación, 
la inclusión educativa y la igualdad de derechos y oportunidades que ayuden a superar cualquier discriminación. Así se 
dispone en el artículo 1 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

Pero como protagonistas también de la educación; la Ley incluye entre estos principios, el papel de los padres, ma-
dres y tutores legales como primeros responsables de la educación de sus hijos e hijas y la consideración de la función 
docente como factor esencial de la calidad de la educación, el reconocimiento social del profesorado y el apoyo a su 
tarea; cuestiones que ya contemplaba la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del derecho a la educación, en 
su artículo 4, que establecía que corresponde a los padres o tutores fomentar el respeto por todos los componentes de 
la comunidad educativa.

Otro de los principios que inspiran la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, es la educación para la prevención de 
conflictos y la resolución pacífica de los mismos, así como para la no violencia en todos los ámbitos de la vida personal, 
familiar y social, y en especial en el del acoso escolar.

Y entre los fines a los que se orientará el sistema educativo, señalados en el artículo 2, se encuentran la educación 
en el respeto de los derechos y libertades fundamentales, en la igualdad de derechos y oportunidades entre hombres y 
mujeres y en la igualdad de trato y no discriminación de las personas con discapacidad; la educación en el ejercicio de la 
tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia, así como en la prevención de conflictos 
y la resolución pacífica de los mismos; o la formación para la paz y el respeto a los derechos humanos.

La Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, para la mejora de la calidad educativa modificó varios artículos de la 
Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, entre ellos el artículo 124 relativo a las normas de organización, funcionamiento 
y convivencia de los centros docentes, dándole un mayor contenido a las normas de convivencia y de conducta que se 
reflejarán en el plan de convivencia, destacando aspectos como la promoción de la resolución pacífica de conflictos, la 
prevención de la violencia de género, igualdad y no discriminación, la aplicación de medidas correctoras de carácter edu-
cativo y recuperador y calificando como faltas muy graves aquellas conductas que atenten contra la dignidad personal 
de otros miembros de la comunidad educativa.

Destaca asimismo, la consideración de autoridad pública que el artículo 124 atribuye a los miembros del equipo di-
rectivo y al profesorado, así como el valor probatorio en los procedimientos de adopción de medidas correctoras de los 
hechos que constaten los profesores y profesoras y su presunción de veracidad “iuris tantum”.

El Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, en su artículo 18, atribuye a la Comunidad Autónoma la com-
petencia de desarrollo legislativo y ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados modalidades y 
especialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución Española y leyes orgánicas que, conforme 
al artículo 81.1 de la misma, lo desarrollen, y sin perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el artículo 149.1.30 
y de la alta inspección para su cumplimiento y garantía.

Mediante Decreto 249/2007, de 26 de septiembre, se regularon los derechos y deberes del alumnado y las normas 
de convivencia en los centros docentes no universitarios sostenidos con fondos públicos del Principado de Asturias, en el 
que se establecen las bases para el desarrollo de las normas de convivencia de los centros docentes.

Más recientemente; la Ley del Principado de Asturias 3/2013, de 28 de junio, de medidas de autoridad del profeso-
rado, se dicta con el fin de procurar el adecuado clima de convivencia en los centros educativos y garantizar el pleno 
ejercicio del derecho a la educación de todo el alumnado.

Dicha ley atribuye al profesorado la condición de autoridad pública, establece la presunción de veracidad de los he-
chos que constate y exprese por escrito en el ejercicio de sus competencias correctoras y disciplinarias, y enumera sus 
derechos en el ejercicio de su función docente, entre otros, el respeto y consideración hacia su persona por todos los 
miembros de la comunidad educativa, y a desarrollar su función docente en un ambiente de orden, disciplina y respeto 
a su dignidad y a sus derechos.

Resulta pues, necesario, modificar el Decreto 249/2007, de 26 de septiembre, con el fin de incluir distintos aspectos 
en desarrollo de lo establecido en esta nueva ley, como el respeto a los derechos y dignidad del profesorado y a los de-
rechos de los demás miembros de la comunidad educativa, asegurando un clima de convivencia positiva que favorezca 
además el desarrollo de la función docente, y dar una respuesta proporcionada a posibles conflictos de convivencia como 
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las situaciones de acoso escolar que pudieran surgir como consecuencia, en algunos casos, del mal uso de las nuevas 
tecnologías.

A tal efecto, en el presente decreto se incluyen diversos apartados en los que se destaca el deber de respeto hacia 
el profesorado y su labor docente y, por tanto, se señalan las competencias que tendrá el profesorado frente a aquellas 
conductas contrarias a las normas de convivencia del centro docente y las medidas disciplinarias que podrá aplicar di-
rectamente. Por otra parte, el profesor o la profesora contra quienes se haya producido una conducta grave contraria a 
la autoridad del profesorado, deberá emitir un informe del que se dará traslado a la dirección del centro, cuyo contenido 
gozará de presunción de veracidad.

Por otra parte, el presente decreto es el instrumento más adecuado para adaptar la normativa relativa a las normas 
de convivencia de los centros docentes a la modificación de los artículos 1 y 124 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de 
mayo, operada por la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, relativos a los principios del sistema educativo y a las 
normas de organización, funcionamiento y convivencia de los centros docentes.

Con el fin de garantizar el principio de seguridad jurídica, en la presente modificación, además de lo establecido en la 
Ley del Principado de Asturias 3/2013, de 28 de junio, se ha tenido en cuenta el contenido de otras normas que afectan 
a los derechos y deberes del alumnado.

Asimismo, en aplicación del principio de transparencia, y de conformidad con lo previsto en el artículo 133 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con carácter previo 
a la elaboración del proyecto de decreto se ha facilitado la participación activa de las personas y entidades potencialmen-
te afectadas, mediante la oportuna consulta pública.

Por todo lo anterior, se cumplen con los principios de buena regulación dispuestos en el artículo 129 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre.

En la regulación del presente decreto se ha pretendido superar estereotipos, prejuicios y discriminaciones por razón 
de sexo, así como fomentar la resolución pacífica de conflictos, tal y como se prescribe en el artículo 4 de la Ley Orgánica 
1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

Además; la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres, en su artículo 
24 y la Ley del Principado de Asturias 2/2011, de 11 de marzo, para la igualdad de mujeres y hombres y la erradicación 
de la violencia de género, en su artículo 15 establecen la integración del principio de igualdad entre hombres y mujeres 
en la educación.

En la tramitación de la norma se ha solicitado informe al Consejo Escolar del Principado de Asturias, que ha sido 
favorable.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Educación y Cultura, de acuerdo con el Consejo Consultivo del Principado 
de Asturias y previo acuerdo del Consejo de Gobierno en su reunión de 6 de febrero de 2019,

DIS   P ON  G O

Artículo único.—Modificación del Decreto 249/2007, de 26 de septiembre, por el que se regulan los derechos y deberes 
del alumnado y normas de convivencia en los centros docentes no universitarios sostenidos con fondos públicos del 
Principado de Asturias.

Uno. Se modifica el contenido del artículo 1 y se numera como apartado 1 al añadir un nuevo apartado 2, quedando 
redactado como sigue:

“Artículo 1.—Objeto y ámbito de aplicación.

1. Este Decreto tiene por objeto regular los derechos y deberes del alumnado, el reconocimiento de la autoridad del 
profesorado como factor coadyuvante para la mejora de la convivencia, el procedimiento para garantizar la evaluación 
objetiva, las normas de convivencia, la mediación como proceso educativo de gestión de conflictos y las correcciones 
educativas en los centros docentes no universitarios sostenidos con fondos públicos del Principado de Asturias.

2. De conformidad con lo establecido en el apartado 3 del artículo 2 de la Ley del Principado de Asturias 3/2013, de 
28 de junio, de medidas de autoridad del profesorado, el ámbito escolar de aplicación del presente decreto se entenderá 
no sólo referido a las tareas celebradas en el propio centro educativo y a las que, realizadas fuera del recinto del centro, 
estén directamente relacionadas con la vida escolar, sino también a las que se lleven a cabo durante la realización de 
servicios y actividades complementarias y extraescolares y requieran la presencia del profesorado.”

Dos. Se modifica el contenido y la estructura del artículo 2 y queda redactado como sigue:

“Artículo 2.—Principios generales.

Además de los principios generales establecidos en el artículo 1 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educa-
ción, y en el artículo 3 de la Ley del Principado de Asturias 3/2013, de 28 de junio, los principios generales que inspiran 
el presente decreto son:

a)		E l derecho de todos y todas a una educación de calidad, consagrado en el artículo 27.1 de la Constitución 
Española.

b)		L a consideración del centro docente como ámbito de convivencia, de respeto mutuo y de desarrollo de la per-
sonalidad del alumnado, en el que el ejercicio de los derechos tanto del alumnado, como del profesorado, esta-
blecidos en el presente decreto y en la Ley 3/2013, de 28 de junio, implica el deber correlativo de conocimiento 
y respeto de los derechos de todos los miembros de la comunidad escolar.
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c)		L a administración educativa en general y los órganos de gobierno de los centros docentes, en su respectivo 
ámbito de actuación, garantizarán la estricta observancia del ejercicio de los derechos y deberes del alumnado y 
del profesorado así como su adecuación a las finalidades de la actividad educativa establecidas en la legislación 
vigente.

d)		E l reconocimiento del profesorado como factor esencial y garante de la calidad y del ejercicio del derecho a la 
educación.

e)		L a información, por parte de los órganos de gobierno de los centros docentes y del profesorado, de los derechos 
y deberes de todos los miembros de la comunidad escolar y de las normas de convivencia, así como la adopción 
de medidas de prevención que favorezcan la mejora permanente de la convivencia.

f)		L a participación de la comunidad educativa en la elaboración de las normas de convivencia del centro docente.

g)		E l impulso desde la administración educativa de los mecanismos necesarios para facilitar las funciones del pro-
fesorado previstas en el artículo 91 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, y su reconocimiento como un 
referente de autoridad.

h)		 La autonomía de los centros para dar respuesta propia a los problemas específicos de la comunidad educativa 
en el marco de lo que establezca la legislación vigente.”

Tres. Se añade el artículo 3 bis con la siguiente redacción:

“Artículo 3 bis- Competencias del profesorado.

1. El profesor o profesora que tenga constancia de cualquier conducta contraria a las normas de convivencia del cen-
tro docente, elaborará un informe con el contenido al que se refiere el artículo 42 bis. Los hechos constatados en dicho 
informe gozarán de presunción de veracidad, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos e 
intereses puedan ser señaladas o aportadas, de acuerdo con el artículo 6 de la Ley 3/2013, de 28 de junio.

2. El profesor o profesora podrá tomar las decisiones que considere necesarias que le permitan mantener un ade-
cuado clima de convivencia y respeto durante las clases, o en las actividades complementarias y extraescolares, tanto 
dentro como fuera del recinto escolar, y siempre de conformidad con lo establecido en el presente decreto y en las nor-
mas de convivencia del centro docente.

A estos efectos, podrá aplicar directamente las medidas de amonestación oral y de apercibimiento escrito, estableci-
das respectivamente en las letras a) y c) del artículo 37.2.

Asimismo, podrá solicitar la colaboración del resto de profesorado, del equipo directivo y demás miembros de la co-
munidad educativa en la aplicación de las medidas correctoras.

3. Los profesores y profesoras notificarán, de forma fehaciente, al padre, madre, tutor o tutora legal las conductas de 
sus hijos o hijas, cuando estos fueran menores de edad, que hayan dado lugar a la imposición de las medidas a que se 
refiere el apartado anterior, con el fin de requerir su colaboración en que respeten dichas medidas y que los alumnos y 
alumnas se responsabilicen del cumplimiento de las normas de convivencia establecidas por el centro.”

Cuatro. Se modifica el apartado 3 del artículo 4 que queda redactado como sigue:

“3. La imposición de una medida por el Juzgado de Menores impedirá la imposición de una medida de corrección por 
la Administración educativa en los casos en que se aprecie identidad del sujeto, hecho y fundamento.”

Cinco. Se modifican los apartados 3, 4 y 5 del artículo 6 y se añaden cinco nuevos apartados, reasignándose su nu-
meración. El artículo 6 queda redactado como sigue:

“Artículo 6.—Derecho a la valoración objetiva del rendimiento escolar.

1. El alumnado tiene derecho a que su dedicación, esfuerzo y rendimiento sean valorados y reconocidos con 
objetividad.

2. A fin de garantizar la función formativa que ha de tener la evaluación y lograr una mayor eficacia del proceso de 
aprendizaje de los alumnos y alumnas, los tutores o tutoras y el profesorado mantendrán una comunicación fluida con 
éstos y sus padres, si son menores de edad, en lo relativo a las valoraciones sobre el aprovechamiento académico del 
alumnado y la marcha de su proceso de aprendizaje, así como acerca de las decisiones que se adopten como resultado 
de dicho proceso.

3. Al inicio del curso y en cualquier momento en que el alumnado o los padres, las madres o las personas que ejerzan 
la tutoría legal lo soliciten, los centros docentes darán a conocer, al menos a través de sus tablones de anuncios y de la 
página web del centro:

a)		 Los contenidos, los criterios de evaluación y los estándares de aprendizaje evaluables;

b)		 Los procedimientos e instrumentos de evaluación y criterios de calificación en las distintas áreas, materias, 
asignaturas, ámbitos o módulos que integran el currículo correspondiente;

c)		 Los criterios de promoción que se establezcan en el proyecto educativo conforme a la normativa de ordenación 
de la enseñanza correspondiente;

d)		 En el caso del bachillerato, los criterios y procedimientos para valorar la madurez académica en relación con los 
objetivos del bachillerato y las competencias correspondientes, así como, al final del mismo, las posibilidades de 
progreso en estudios posteriores.



http://www.asturias.es/bopa

BOLETÍN OFICIAL DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
núm. 28 de 11-ii-2019 4/13

C
ó
d
. 

2
0
1
9
-0

1
2
8
6

4. Los centros docentes recogerán en sus concreciones curriculares los procedimientos e instrumentos de evaluación 
que, con carácter excepcional, se aplicarán para comprobar el logro de los aprendizajes del alumnado cuando se produz-
can faltas de asistencia, indistintamente de su causa, que imposibiliten la aplicación de los procedimientos e instrumen-
tos de evaluación establecidos en las programaciones docentes para un período de evaluación determinado.

5. Asimismo, se informará a los alumnos y las alumnas y a sus padres, madres, tutores y tutoras legales sobre el 
derecho que les asiste para solicitar del profesorado y del profesor tutor o la profesora tutora, cuantas aclaraciones 
consideren precisas acerca de las valoraciones que se realicen sobre su proceso de aprendizaje, así como para formular 
reclamaciones contra las calificaciones finales y decisiones que afecten a su promoción y, en su caso, titulación de acuer-
do con el procedimiento articulado en las correspondientes regulaciones de los procesos de evaluación de las distintas 
etapas educativas.

6. El alumnado y sus padres, madres o personas que ejerzan la tutoría legal, en caso de menores de edad, tendrán 
acceso a los documentos de evaluación y exámenes de los que sean titulares o de sus hijos, hijas, tutelados y tuteladas, 
pudiendo obtener copia de los mismos, según el procedimiento establecido por el centro en su reglamento de régimen 
interior.

7. Contra las decisiones y calificaciones que, como resultado del proceso de evaluación, se adopten al final de un 
curso o etapa el alumno o alumna, o su padre, madre, tutor o tutora legal en el caso de alumnado menor de edad o so-
metido a tutela legal, pueden formular reclamaciones en el plazo de dos días lectivos contados a partir del día siguiente 
a aquel en que tengan conocimiento de las mismas, conforme al procedimiento articulado en las correspondientes regu-
laciones de los procesos de evaluación de las distintas etapas educativas.

8. Estas reclamaciones podrán fundamentarse en alguna de las siguientes causas y deberán contener la exposición 
clara de los hechos y razones en que se concreten, sin menoscabo de poder aportar cualquier otra información que se 
considere oportuna:

a)		I nadecuación de los criterios de evaluación e indicadores asociados sobre los que se ha llevado a cabo la evalua-
ción del proceso de aprendizaje del alumnado con los recogidos en la correspondiente programación docente.

b)		I nadecuación de los procedimientos e instrumentos de evaluación aplicados con lo señalado en la programación 
docente.

c)		 Incorrecta aplicación de los criterios de calificación, de acuerdo con los criterios de evaluación y los indicadores 
asociados establecidos en la programación docente para la superación del área, materia, asignatura, ámbito o 
módulo.

d)		I ncorrecta aplicación de la normativa en materia de promoción o titulación.

e)		E n el caso del Bachillerato, las reclamaciones podrán fundamentarse además en la incorrecta aplicación de los 
criterios y procedimientos de valoración de la madurez académica en relación con los objetivos del bachillerato 
y las competencias correspondientes y de las posibilidades de progreso en estudios posteriores.

9. Corresponde resolver sobre las reclamaciones formuladas a la persona titular de la dirección del centro docente, 
previo informe del órgano de coordinación docente que corresponda, de acuerdo con la normativa estatal y autonómica 
reguladora de la organización y funcionamiento de los centros docentes y de la evaluación del alumnado de cada una de 
las etapas educativas.

10. Contra la resolución adoptada por la persona titular de la dirección de un centro docente público, cabe interponer 
recurso de alzada ante la persona titular de la Consejería competente en materia de educación en el plazo de un mes, 
contado a partir del día siguiente a la recepción de la notificación de la resolución. Contra la resolución adoptada por el 
titular de la dirección de un centro docente privado sostenido con fondos públicos, cabe interponer, en el plazo de un 
mes, contado a partir del día siguiente a aquel en que tengan conocimiento de la misma, reclamación ante la persona 
titular de la Consejería competente en materia de educación. La resolución del recurso o la reclamación pondrán fin a la 
vía administrativa y se resolverá previo informe preceptivo del Servicio de Inspección Educativa.”

Seis. Se modifican las letras a) y c) del apartado 1, y el apartado 2 del artículo 8 quedando redactados como sigue:

“1. El derecho del alumnado a la integridad y dignidad personales implica:

a)		E l respeto de su intimidad y honor.

b)		L a protección contra toda agresión física o moral.

c)		L a disposición de condiciones de seguridad, salud e higiene para llevar a cabo su actividad académica.

d)		U n ambiente de buena convivencia que fomente el respeto y la solidaridad entre los compañeros y 
compañeras.

2. El profesorado y el resto de personal que, en ejercicio de sus funciones, acceda a datos personales y familiares 
o que afecten al honor e intimidad de los menores o sus familias quedará sujeto al deber de sigilo, sin perjuicio de la 
obligación de comunicar a la autoridad competente todas aquellas circunstancias que puedan implicar maltrato, riesgo o 
situación que atente contra la identidad, integridad o dignidad personal para el alumnado o cualquier otro incumplimien-
to de los deberes establecidos por las leyes de protección del menor.”

Siete. Se modifica el artículo 16 que pasa a tener la siguiente redacción:
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“Artículo 16.—Deber de respeto al profesorado.

El alumnado tiene el deber de respetar la integridad y dignidad personal del profesorado y de reconocer su autoridad 
tanto en el ejercicio de su labor docente y educativa como en el control del cumplimiento de las normas de convivencia 
y de las de organización y funcionamiento del centro, así como el de seguir sus orientaciones, asumiendo su responsabi-
lidad de acuerdo con su edad y nivel de desarrollo, en su propia formación, en la convivencia y en la vida escolar.”

Ocho. Se modifica el artículo 17 en sus dos apartados y pasa a tener la siguiente redacción:

“Artículo 17.—Deber de respeto a los valores democráticos y a los demás miembros de la comunidad educativa.

1. El alumnado tiene el deber de respeto a los valores democráticos, a las opiniones y a la manifestación de las mis-
mas a través de los cauces establecidos, así como a la libertad de ideología, de conciencia, a las convicciones religiosas y 
morales, a la dignidad, integridad e intimidad de todos los miembros de la comunidad educativa y a los demás derechos 
establecidos en el presente decreto.

2. Constituye un deber del alumnado la no discriminación de ningún miembro de la comunidad educativa por razón 
de nacimiento, origen, raza, etnia, sexo, religión, opinión, identidad y expresión de género, discapacidad física, psíquica 
o sensorial, o por cualquier otra condición o circunstancia personal o social.”

Nueve. Se modifica el artículo 20 en sus distintos apartados y queda redactado como sigue:

“Artículo 20.—Planes Integrales de Convivencia.

1. Conforme se establece en el artículo 124.1 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, los centros docentes elabo-
rarán un Plan Integral de Convivencia cuya concreción anual se incorporará a la programación general anual.

2. El Plan Integral de Convivencia se inspirará en el ejercicio y el respeto de los derechos y deberes propios y ajenos 
establecidos en el presente decreto y en la normativa de desarrollo aplicable, como base esencial de la convivencia entre 
todos los miembros de la comunidad educativa.

Asimismo, fomentará la aplicación de medidas de prevención de la violencia física y verbal, del acoso escolar y de 
actitudes de discriminación entre los distintos miembros de la comunidad educativa, por razón de nacimiento, origen, 
raza, etnia, sexo, religión, opinión, identidad y expresión de género, discapacidad física, psíquica o sensorial, o cualquier 
otra condición o circunstancia personal o social, con el fin de obtener un buen clima de convivencia dentro del centro 
docente y en el desarrollo de cualquier actividad complementaria o extraescolar.

3. Corresponde al equipo directivo, coordinar la elaboración del Plan Integral de Convivencia, con la colaboración 
de los y las profesionales de la orientación, en la que deberán participar todos los sectores de la comunidad educativa, 
de acuerdo con lo establecido en el presente Decreto, teniendo en cuenta las características del entorno escolar y las 
necesidades educativas del alumnado.

4. Para la elaboración del Plan Integral de Convivencia de los centros docentes que impartan educación infantil, edu-
cación primaria y/o educación secundaria, se tendrán en cuenta las propuestas y la planificación de actuaciones realiza-
das, respectivamente, por la unidad de orientación, en educación infantil y educación primaria, o del departamento de 
orientación en educación secundaria.

5. Asimismo los centros docentes tendrán en cuenta las propuestas de la Junta de Delegados y Delegadas de Alumnos 
y Alumnas, de las Asociaciones del Alumnado del centro y de las Asociaciones de madres y padres del centro.

6. El Plan Integral de Convivencia podrá contemplar la figura del delegado o delegada de los padres y madres del 
alumnado en cada uno de los grupos correspondientes a la enseñanza obligatoria.

7. El Plan Integral de Convivencia será aprobado por el Director o Directora del centro docente.”

Díez. Se modifica el contenido del artículo 21, a excepción de las letras c) y f) que se reasignan como j) y l), y queda 
redactado como sigue:

“Artículo 21.—Contenidos del Plan Integral de Convivencia.

El Plan Integral de Convivencia deberá contener, al menos:

a)		L a referencia al presente Decreto y normativa de desarrollo.

b)		 Diagnóstico del estado de la convivencia en el centro, contemplando fortalezas, debilidades y expectativas de 
los miembros de la comunidad educativa, identificando posibles causas y valorando su relevancia para la convi-
vencia positiva y la participación de todos los miembros de la comunidad educativa.

c)		O bjetivos que se pretenden conseguir en el centro en convivencia positiva, con la participación de todos los 
miembros de la comunidad educativa.

d)		 Actuaciones previstas para la consecución de los objetivos, explicitando para cada una de ellas las personas u 
órganos responsables y los procedimientos que se aplicarán.

e)		A ctuaciones para favorecer la integración del alumnado de nuevo ingreso, tanto en el aula como en el centro.

f)		 Actuaciones específicas para la prevención y tratamiento de la violencia sexista, racista y cualquier otra mani-
festación de violencia de cualquier índole.
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g)		 Actuaciones específicas para prevenir el acoso escolar realizado por cualquier medio o en cualquier soporte e 
intervenir con rapidez en el supuesto que se produzca, conforme al protocolo que establezca la Consejería com-
petente en materia educativa.

h)		 Las medidas de prevención y de resolución pacífica de conflictos, en especial el procedimiento de mediación es-
colar conciliación y la reparación, y los compromisos educativos para la convivencia positiva, prestando especial 
atención a las actuaciones que favorezcan la inclusión y la participación de todos los miembros de la comunidad 
educativa.

i)		L as normas de convivencia generales del centro y particulares de determinadas aulas o dependencias del 
mismo.

j)		 Plan de reuniones y plan de actuación de la Comisión de Convivencia.

k)		 Programa de formación de los miembros de la comunidad educativa, profesorado, familias y personal no docen-
te, para abordar la educación para la convivencia positiva.

l)		 Estrategias y procedimientos para realizar la difusión, el seguimiento y la evaluación del plan.

m)		 Funciones del delegado o de la delegada de los padres y madres del alumnado.”

Once. Se modifica el artículo 23 en sus distintos apartados y se fusionan los apartados 1 y 3, quedando redactado 
como sigue:

“Artículo 23.—Comisión de Convivencia.

1. En el seno del consejo escolar de cada centro docente sostenido con fondos públicos se constituirá una comisión de 
convivencia en la forma en que se determine en sus respectivas normas de organización y funcionamiento o reglamento 
de régimen interior, en la que, al menos, estarán presentes las siguientes personas, sin perjuicio de que cada centro 
amplíe el número o sectores representados: El Director o la Directora del centro docente, la persona titular de la jefatura 
de estudios, un profesor o una profesora, un padre o una madre del alumnado y un alumno o alumna elegidos por y entre 
las personas representantes de cada uno de los sectores. La persona que designe la asociación de madres y padres del 
alumnado más representativa del centro como su representante en el consejo escolar será la persona representante o 
una de las personas representantes de ese sector en la comisión de convivencia.

2. La comisión de convivencia informará al consejo escolar sobre la aplicación de las normas de convivencia y cola-
borará con él en el desarrollo y ejercicio de sus competencias en esta materia. Asimismo informará al consejo escolar de 
todo aquello que le encomiende dentro de su ámbito de competencia.”

Doce. Se modifican las letras a), c), g) y h) del artículo 24; se añaden nuevas letras a), b) y d) y se reordena la asig-
nación de las mismas, quedando redactado el artículo como sigue:

“Artículo 24.—Funciones de la Comisión de Convivencia.

La Comisión de Convivencia tendrá las siguientes funciones:

a)		 Dinamizar a todos los sectores de la comunidad educativa para su participación en el proceso de elaboración, 
implementación y revisión del Plan Integral de Convivencia del centro.

b)		 Realizar el seguimiento de las actuaciones contempladas en el Plan Integral de Convivencia y proponer al Con-
sejo escolar las mejoras que considere oportunas.

c)		R ecibir las iniciativas de todos los sectores de la comunidad educativa para mejorar la convivencia, el respeto 
mutuo, así como promover la cultura de paz y la resolución pacífica de los conflictos.

d)		 Impulsar acciones dirigidas a la promoción de la convivencia pacífica, y especialmente, al fomento de actitu-
des para garantizar la igualdad entre mujeres y hombres, el respeto a las diferentes identidades de género y 
orientaciones sexuales, la prevención de la violencia de género, la igualdad de trato de todos los miembros de 
la comunidad educativa y la resolución pacífica de conflictos.

e)		 Adoptar las medidas preventivas necesarias para garantizar los derechos de todas las personas integrantes de 
la comunidad educativa y el cumplimiento de las normas de convivencia del centro.

f)		 Desarrollar iniciativas que eviten la discriminación del alumnado, favorezcan la equidad y faciliten el acceso, la 
participación y el aprendizaje de todo el alumnado, mediante la elaboración de planes de acción positiva que 
posibiliten la inclusión de todos los alumnos y alumnas.

g)		 Conocer y valorar el cumplimiento efectivo de las correcciones educativas en los términos que hayan sido 
impuestas.

h)		 Proponer al Consejo Escolar las medidas que considere oportunas para mejorar la convivencia en el centro.

i)		D ar cuenta al pleno del Consejo Escolar, al menos dos veces a lo largo del curso, de las actuaciones 
realizadas.

j)		I nformar al Consejo Escolar sobre el desarrollo de la convivencia positiva en el centro y la aplicación de las 
normas.
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k)		 Cualesquiera otras que se establezcan en las normas de organización, funcionamiento y convivencia del 
centro.”

Trece. Se añade el artículo 24 bis con la siguiente redacción:

“Artículo 24 bis.—Medidas que afectan a la gestión del centro.

1. Los centros docentes, de acuerdo con los principios contenidos en el Plan Integral de Convivencia aplicarán las me-
didas organizativas, curriculares y de coordinación que garanticen la participación de la comunidad educativa y favorez-
can la convivencia positiva. Se prestará especial atención a la gestión democrática del centro y del aula; la coordinación 
de las actuaciones docentes; la programación y desarrollo del currículo; las estrategias metodológicas participativas; 
la evaluación del progreso del alumnado y de la práctica docente; y la propuesta de actividades complementarias y 
extraescolares.

2. Asimismo a través de las actividades de enseñanza y aprendizaje se promoverá la igualdad efectiva entre hombres 
y mujeres, y la prevención de la violencia de género y el respeto a las distintas identidades de género y orientaciones 
sexuales.

3. Los centros docentes, a través del Plan Integral de Convivencia, establecerán medidas para la prevención de las 
conductas contrarias a las normas de convivencia y/o gravemente perjudiciales establecidas en los artículos 36 y 39 y 
especialmente de las actitudes y comportamientos sexistas; el rechazo, acoso u hostigamiento contra miembros de la 
comunidad educativa por su nacimiento, origen, raza, etnia, sexo, religión, opinión, identidad y expresión de género, 
discapacidad física, psíquica o sensorial, o con otras condiciones personales o socioeconómicas; y cualquier otro com-
portamiento que impida el pleno desarrollo personal o social del alumnado.”

Catorce. Se añade el artículo 24 ter con la siguiente redacción:

“Artículo 24 ter.—Medidas que afectan al proceso de enseñanza y aprendizaje y acción tutorial.

1. Todo el profesorado del centro contribuirá a la difusión entre el alumnado y las familias del contenido del Plan 
Integral de Convivencia.

2. El profesorado, a través de la planificación y desarrollo de los procesos de enseñanza y aprendizaje:

a)		 favorecerá un clima de aula positivo, potenciando la participación del alumnado y favoreciendo el estableci-
miento de relaciones positivas entre el alumnado y entre éste, el profesorado y el resto de los miembros de la 
comunidad educativa.

b)		 promoverá la cultura de la paz, la participación democrática, el diálogo, el debate y la reflexión, el respeto, la 
igualdad efectiva entre hombres y mujeres y la resolución pacífica de conflictos a través de la mediación.

3. La acción tutorial, desarrollada por todo el profesorado, contribuirá al establecimiento de un clima positivo de 
convivencia en el centro.

4. El equipo docente realizará un seguimiento del clima de convivencia del grupo, establecerá actuaciones para me-
jorarlo y tratará coordinadamente los conflictos que surjan, estableciendo las medidas educativas adecuadas para su 
resolución.

5. El tutor o la tutora de cada grupo de estudiantes, en coordinación con el equipo docente, favorecerá una adecuada 
convivencia entre los distintos miembros de la comunidad educativa y promoverá la utilización del diálogo y de la me-
diación en la resolución de los conflictos.

6. Los tutores y tutoras, en coordinación con el equipo docente, promoverán la participación de todo el alumnado del 
grupo en la elaboración de las normas de convivencia, favoreciendo la discusión grupal, el debate y la reflexión individual 
en torno a las mismas.

7. El plan de acción tutorial de cada centro docente incluirá, entre sus objetivos y actuaciones, las previsiones nece-
sarias para contribuir al establecimiento de relaciones democráticas en el centro, al respeto a las normas de convivencia 
y al desarrollo del Plan Integral de Convivencia.”

Quince. Se fusionan los apartados 1 y 2 del artículo 25 y se modifica su contenido quedando redactado como sigue:

“Artículo 25.—Elaboración de las normas de convivencia.

Las normas de convivencia del centro, que serán de obligado cumplimiento por parte de todos los miembros de la 
comunidad educativa, incluirán los derechos y deberes del alumnado, las medidas preventivas, las conductas contrarias 
a las normas de convivencia y las conductas gravemente perjudiciales para la convivencia establecidas en los artículos 
36 y 39 y las medidas para la corrección establecidas en los artículos 37 y 40.”

Dieciséis. Se añade el apartado 3 al artículo 26, con la siguiente redacción:

“3. El Reglamento de Régimen Interior será de obligado cumplimiento por parte de todos los miembros de la comu-
nidad educativa, y será publicado, al menos, en el tablón de anuncios y en la página web del centro.”

Diecisiete. Se añade la letra c) al apartado 3 del artículo 29 con la siguiente redacción:

“c) Que se considere una conducta grave contraria a la autoridad del profesorado de las establecidas en el artículo 
36.2 cuando el profesor o profesora actúe en calidad de representante en órganos de gobierno o como miembro del 
equipo directivo.”
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Dieciocho. Se modifican los apartados1) y2), a excepción de la letra a), y se añade un apartado 3 al artículo 33 que 
pasa a tener la siguiente redacción:

“Artículo 33.—Principios generales.

1. Las medidas para la corrección que hayan de aplicarse por el incumplimiento de las normas de convivencia habrán 
de tener un carácter educativo, recuperador de la convivencia y restaurador de los daños ocasionados, deberán garanti-
zar el respeto a los derechos del alumnado que haya producido el incumplimiento, así como del resto del alumnado, del 
profesorado y demás miembros de la comunidad educativa y procurarán la mejora de las relaciones entre todos.

2. En todo caso, la determinación de las medidas de corrección aplicables por los incumplimientos de las normas de 
convivencia deberá atender a los siguientes principios:

a)		E l alumnado no podrá ser privado del ejercicio de su derecho a la educación ni, en el caso de la educación obli-
gatoria, de su derecho a la escolaridad.

b)		N o podrán imponerse medidas educativas contrarias a la integridad física y a la dignidad personal del 
alumnado.

c)		L a imposición de las medidas educativas previstas en el presente decreto atenderá al principio de proporcionali-
dad entre la conducta contraria a la convivencia y el daño causado y deberá contribuir a la mejora de su proceso 
educativo.

d)		E n la imposición de las medidas educativas deberán tenerse en cuenta las circunstancias personales, familiares 
o sociales del alumno o de la alumna antes de resolver el procedimiento corrector. A estos efectos, se podrán 
recabar los informes que se estimen necesarios sobre las aludidas circunstancias y recomendar, en su caso, a 
los progenitores o tutores del alumno o alumna, o a las instituciones públicas competentes, la adopción de las 
medidas necesarias.

3. En el caso de que se considere que la conducta es contraria a la autoridad del profesorado, se fomentará por parte 
del mismo o de los órganos intervinientes en la aplicación de la medida de corrección que el alumno o la alumna reco-
nozca la responsabilidad de los actos, pida disculpas y en su caso, reponga los bienes o materiales dañados propiedad 
del profesorado, sin perjuicio de la corrección que, en su caso proceda, ni de lo establecido en el artículo 34.”

Diecinueve. Se modifica el apartado 2 del artículo 34, a excepción de las letras e) y f) que se reasignan, respectiva-
mente, como f) y g), y se añade el apartado 3 quedando redactados como sigue:

“2. Se consideran circunstancias que agravan la responsabilidad:

a)		L a premeditación.

b)		L a reiteración de la misma conducta.

c)		 Que la persona contra la que se cometa la infracción sea un profesor o profesora.

d)		L os daños, injurias u ofensas causados al personal no docente y a los compañeros y compañeras de menor edad 
o a los recién incorporados al centro.

e)		 Las acciones que impliquen discriminación por razón de nacimiento, origen, raza, etnia, sexo, religión, opinión, 
identidad y expresión de género, discapacidades físicas, psíquicas o sensoriales, así como por cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social.

f)		L a incitación o estímulo a la actuación colectiva lesiva de los derechos de los demás miembros de la comunidad 
educativa y la publicidad manifiesta de la actuación contraria a las normas de convivencia.

g)		L a especial relevancia de los perjuicios causados al centro o a cualquiera de los integrantes de la comunidad 
educativa.

h)		L a grabación y difusión por cualquier medio de hechos que puedan atentar contra el honor y la intimidad de 
los miembros de la comunidad educativa o que puedan constituir en sí una conducta contraria a las normas de 
convivencia o gravemente perjudiciales para la misma.

i)		 Que la conducta consista en cualquier agresión física o moral que pueda ser constitutiva de acoso escolar reali-
zado por cualquier medio o en cualquier soporte.”

3. Se considerará que concurre circunstancia atenuante de la responsabilidad cuando la conducta se derive de una 
discapacidad psíquica en los casos de alumnado con necesidades educativas especiales. Se considerará que concurre 
circunstancia eximente de la responsabilidad cuando, además, no pueda comprender la ilicitud del hecho o actuar confor-
me a esa comprensión, o por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia, tenga alterada 
gravemente la conciencia de la realidad.

Veinte. Se modifica el apartado 1 del artículo 36, sus letras a), b) y h), y los apartados 2 y 3, quedando redactado 
como sigue:

“Artículo 36.—Conductas contrarias a las normas de convivencia y plazo de prescripción.

1. Son conductas contrarias a las normas de convivencia las que se opongan a las normas de organización y funcio-
namiento del centro y, en todo caso, las siguientes:
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a)		 Las conductas contrarias a las normas de convivencia que perturben, impidan o dificulten la función docente y 
el desarrollo normal de las actividades de la clase o del centro.

		 En caso de ausencia de rectificación ante las indicaciones del profesorado estas conductas podrán ser conside-
radas contrarias a su autoridad.

b)		 La falta reiterada de colaboración del alumno o alumna en la realización de las actividades orientadas al desa-
rrollo del currículo, así como en el seguimiento de las orientaciones del profesorado respecto a su aprendizaje.

c)		 Las conductas que puedan impedir o dificultar el ejercicio del derecho o el cumplimiento del deber de estudiar 
por sus compañeros y compañeras.

d)		 Las faltas injustificadas de puntualidad.

e)		 Las faltas injustificadas de asistencia a clase.

f)		E l trato incorrecto y desconsiderado hacia los otros miembros de la comunidad educativa.

g)		 Causar pequeños daños en las instalaciones, recursos materiales o documentos del centro, o en las pertenencias 
de los demás miembros de la comunidad educativa.

h)		L a grabación de imagen o sonido, por cualquier medio, de otras personas de la comunidad educativa sin su 
consentimiento expreso.

2. Se considerarán conductas contrarias a la autoridad del profesorado las establecidas en las letras b), f), g) y h) del 
apartado anterior cuando afecten directamente al profesorado.

3. Se consideran faltas injustificadas de asistencia a clase o de puntualidad de un alumno o alumna, las que no sean 
excusadas de forma escrita por el alumnado, o sus representantes legales si es menor de edad, en las condiciones que 
se establezcan en el reglamento de régimen interior o normas de organización y funcionamiento.

4. Las conductas contrarias a las normas de convivencia recogidas en este artículo prescribirán en el plazo de un 
mes contado a partir de la fecha de su comisión, excluyendo los períodos no lectivos y vacacionales establecidos en el 
calendario escolar.”

Veintiuno. Se modifica el apartado 1 del artículo 37 en lo referido a su contenido y organización, se suprime la letra b) 
del apartado 2, reasignándose las restantes letras, y se añade el apartado 3. El artículo queda redactado como sigue:

“Artículo 37.—Medidas para la corrección de las conductas contrarias a las normas de convivencia.

1. Por la conducta contemplada en el artículo 36.1.a) podrá imponer la corrección de suspensión del derecho de 
asistencia a esa clase de un alumno o alumna durante un máximo de tres días. La aplicación de esta medida implicará 
las actuaciones siguientes:

a)		E l centro deberá prever la atención educativa del alumno o alumna al que se imponga esta corrección, dispo-
niendo los espacios y organizando los horarios del personal docente para ello.

b)		 Deberá informarse a quienes ejerzan la tutoría y la jefatura de estudios en el transcurso de la jornada escolar 
sobre la medida adoptada y los motivos de la misma.

c)		E l tutor o la tutora deberá informar de esta medida a los padres del alumnado menor de edad.

d)		D e la adopción de esta medida quedará constancia escrita en el centro.

2. Por las conductas a que se refiere el artículo 36 distintas a la señalada en el apartado anterior, podrán imponerse 
las siguientes correcciones:

a)		A monestación oral.

b)		A percibimiento por escrito.

c)		 Realización de tareas dentro y fuera del horario lectivo que contribuyan a la mejora y desarrollo de las activida-
des del centro, así como a reparar el daño causado en las instalaciones, recursos materiales o documentos de 
los centros docentes.

d)		 Suspensión del derecho de asistencia a determinadas clases por un plazo máximo de tres días lectivos. Durante 
el tiempo que dure la suspensión, el alumno o alumna deberá realizar en el centro las actividades formativas 
que se determinen para evitar la interrupción de su proceso formativo.

e)		 Cambio de grupo o clase del alumno o de la alumna por un período máximo de quince días.

f)		 Excepcionalmente, la suspensión del derecho de asistencia al centro por un período máximo de tres días lecti-
vos. Durante el tiempo que dure la suspensión, el alumno o alumna deberá realizar las actividades formativas 
que se determinen para evitar la interrupción de su proceso formativo.

3. Las medidas para la corrección establecidas en los apartados anteriores prescribirán al término del año 
académico.”
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Veintidós. Se modifica el apartado 1 del artículo 39, letras a), b), d), e), i), k), l), se desdobla el contenido de la letra 
f) en las letras f) y g) y se añaden otras tres nuevas j), n) y o), lo que conlleva la reasignación de las mismas. Se añaden 
un nuevo apartado 2 y los apartados 3 y 5, pasando el apartado 2 a enumerarse como apartado 4. El artículo 39 queda 
redactado como sigue:

“Artículo 39.—Conductas gravemente perjudiciales para la convivencia.

1. Se consideran conductas gravemente perjudiciales para la convivencia en el centro las siguientes:

a)		L a agresión física o moral contra cualquier miembro de la comunidad educativa.

b)		 Las injurias y ofensas contra cualquier miembro de la comunidad educativa realizadas por cualquier medio y en 
cualquier soporte.

c)		L as actuaciones perjudiciales para la salud y la integridad personal de los miembros de la comunidad educativa 
del centro, o la incitación a las mismas.

d)		L as vejaciones o humillaciones contra cualquier miembro de la comunidad educativa, particularmente si tienen 
un componente sexual, racial, religioso o xenófobo, o se realizan contra alumnos o alumnas con necesidades 
educativas especiales.

e)		 Las amenazas o coacciones contra cualquier miembro de la comunidad educativa realizadas por cualquier medio 
y en cualquier soporte.

f)		L a suplantación de la personalidad en actos de la vida docente.

g)		 La falsificación o sustracción de documentos académicos.

h)		E l deterioro grave de las instalaciones, recursos materiales o documentos del centro, o en las pertenencias de 
los demás miembros de la comunidad educativa, así como la sustracción de las mismas.

i)		L a reiteración en un mismo curso escolar de conductas contrarias a las normas de convivencia del centro.

j)		L a interrupción reiterada de las clases y actividades educativas, y cualquier otra conducta contraria a las normas 
de convivencia que suponga un perjuicio grave para el profesorado y altere gravemente el funcionamiento de la 
clase y de las actividades educativas programadas.

k)		E l incumplimiento de las correcciones impuestas.

l)		L as conductas atentatorias de palabra u obra contra los representantes en órganos de gobierno, contra el equipo 
directivo o contra el profesorado.

m)		L os atentados a la intimidad, la grabación y la difusión por cualquier medio de reproducción de hechos que 
puedan atentar contra el honor y la intimidad de los miembros de la comunidad educativa.

n)		 La difusión por cualquier medio de grabaciones de imagen o sonido, realizadas a otras personas de la comunidad 
educativa sin su consentimiento expreso.

o)		 Las conductas que puedan considerarse acoso escolar realizado por cualquier medio o en cualquier soporte.

2. Cualquier conducta de las indicadas en el apartado anterior que afecte al profesorado tendrá la consideración de 
conducta gravemente contraria a su autoridad.

3. Conforme se establece en el artículo 124.2 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, aquellas conductas que aten-
ten contra la dignidad personal de otros miembros de la comunidad educativa, que tengan como origen o consecuencia 
una discriminación o acoso basado en el género, orientación o identidad sexual, o un origen racial, étnico, religioso, de 
creencias o de discapacidad, o que se realicen contra el alumnado más vulnerable por sus características personales, 
sociales o educativas tendrán la calificación de falta muy grave y llevarán asociadas como medidas correctoras las esta-
blecidas en las letras e) o f) del apartado 1 del artículo 40.

4. Las conductas gravemente perjudiciales para la convivencia en el centro prescribirán a los dos meses, contados 
a partir de la fecha de su comisión, excluyendo los períodos no lectivos y vacacionales establecidos en el calendario 
escolar.

5. En el caso de las conductas que impliquen la difusión o publicación en cualquier clase de medio el plazo de pres-
cripción se computará a partir de la fecha en que se tiene conocimiento fehaciente de la infracción.”

Veintitrés. Se numera el primer párrafo del artículo 41 y se añade un apartado 2 quedando redactado como sigue:

“Artículo 41.—Órgano competente para imponer las medidas para la corrección de las conductas gravemente perjudi-
ciales para las normas de convivencia.

1. Será competencia del Director o Directora del centro la imposición de las correcciones educativas previstas en el 
artículo 40, de lo que dará traslado al Consejo Escolar.

2. En el caso de las conductas graves contrarias a la autoridad del profesorado, corresponde al profesor o a la pro-
fesora realizar un informe de conducta contraria a su autoridad conforme al procedimiento establecido en el artículo 42 
bis, que deberá ser tenido en cuenta por parte del Director o de la Directora del centro para imponer las medidas para 
la corrección y, en su caso, para adoptar las medidas provisionales.”
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Veinticuatro. Se modifica el artículo 42 que queda redactado como sigue:

“Artículo 42.—Procedimiento general.

1. Para la imposición de las medidas para la corrección previstas en el presente Decreto será preceptivo, en todo caso, 
el trámite de audiencia al alumno o alumna.

2. Para la imposición de las medidas para la corrección previstas en las letras d), e), f) y g) del apartado 2 del artículo 
37, deberá oírse a los tutores o las tutoras del alumno o alumna. Asimismo, en estos casos también deberá de darse 
trámite de audiencia a los padres madres, tutores o tutoras legales del alumnado cuando sea menor de edad.

3. Cuando las medidas para la corrección a imponer sean la suspensión del derecho de asistencia al centro o cual-
quiera de las contempladas en las letras a), b), c), d) y e) del apartado 1 del artículo 40 de este Decreto, y el alumno 
o alumna sea menor de edad, se dará audiencia a los padres, madres, de los alumnos y alumnas o a quien ejerza su 
tutoría legal.

4. El procedimiento aplicable a aquellas conductas gravemente perjudiciales para la convivencia establecidas en el 
artículo 39 que pudieran ser objeto de imposición de la medida de corrección de cambio de centro contemplada en la 
letra f) del apartado 1 del artículo 40, será el establecido en el capítulo VIII.

No obstante, el Director o Directora del centro podrá acordar, de oficio, o a solicitud del interesado la tramitación 
simplificada del procedimiento establecida en el artículo 44 bis, siempre que el alumno o alumna reconozca haber incu-
rrido en la conducta gravemente perjudicial para la convivencia y que quede constancia por escrito de la conformidad del 
padre, de la madre o de quien ejerza la tutoría legal del alumno o alumna cuando sea menor de edad.

5. Las correcciones previstas en el apartado 2 del artículo 37, a excepción de la letra g), que se impongan serán 
inmediatamente ejecutivas.

6. La Consejería competente en materia de educación ejecutará la medida prevista en la letra f) del artículo 40.1, 
una vez que haya adquirido firmeza, bien por no haberse interpuesto la reclamación prevista en el artículo 43, bien por 
haberse desestimado la misma.

7. Los profesores y profesoras del alumno o alumna deberán informar, respectivamente, al tutor o tutora y a quien 
ejerza la jefatura de estudios de las correcciones que impongan por las conductas contrarias a las normas de conviven-
cia. En todo caso, quedará constancia escrita y se informará a los padres del alumnado de las correcciones educativas 
impuestas.”

Veinticinco. Se añade el artículo 42 bis con la siguiente redacción:

“Artículo 42 bis.—Informe de conducta contraria a la autoridad del profesorado.

1. En los supuestos establecidos en los artículos 39.3 y 41.2 el profesor o profesora contra quien se haya producido, 
presuntamente, la conducta contraria a su autoridad, deberá formular por escrito un informe sobre la conducta contraria 
a la autoridad del profesorado que contendrá, al menos, los siguientes elementos y cuyo contenido gozará de presunción 
de veracidad, conforme a lo establecido en el artículo 6 de la Ley del Principado de Asturias 3/2013, de 28 de junio:

a)		 Descripción detallada de los hechos, actos y conductas del alumno o alumna, así como del contexto en que estos 
se produjeron, aportando, en su caso, los objetos, textos, documentos, imágenes, referencias o cualquier otro 
material probatorio.

b)		I nformación sobre si ha habido reconocimiento de los hechos, actos y conductas por parte del alumnado y pe-
tición de disculpas y, en su caso, reparación del daño causado o compromiso de reparación.

2. El informe de conducta contraria a la autoridad del profesorado se trasladará a la dirección del centro en el plazo 
máximo de un día lectivo desde que se produjeron los hechos para que se adopten las medidas que procedan.”

Veintiséis. Se añade el artículo 44 bis con la siguiente redacción:

“Artículo 44 bis.—Procedimiento abreviado.

1. El Director o la Directora del centro podrá acordar la tramitación por procedimiento abreviado en el plazo máximo 
de dos días lectivos desde que se tuvo conocimiento de los hechos, no siendo de aplicación en este supuesto los artículos 
45 y 46.

2. Para poder aplicar este procedimiento se deberán cumplir las siguientes condiciones:

a)		 El reconocimiento expreso y por escrito del alumno o de la alumna de los actos, hechos y conductas gravemente 
perjudiciales para la convivencia del centro susceptibles de ser corregidas con la medida de cambio de centro.

b)		 La conformidad por escrito del padre, madre o persona que ejerza la tutoría legal, cuando el alumno o alumna 
sea menor edad, con la utilización de este procedimiento para la aplicación de la corrección de cambio de centro, 
establecida en la letra f) del apartado 1 del artículo 40.

c)		L a constancia fehaciente de que se han aplicado los demás procedimientos contemplados en el artículo 42 apli-
cables al caso.

3. La instrucción del procedimiento abreviado será realizada por la persona titular de la jefatura de estudios en el 
plazo máximo de cinco días desde su inicio.
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4. El Director o la Directora podrá adoptar las medidas provisionales establecidas en el artículo 47 y dictará la corres-
pondiente resolución conforme a lo establecido en el artículo 48, a excepción del plazo, que será de un máximo de cinco 
días lectivos desde que acuerda la aplicación del procedimiento abreviado.”

Veintisiete. Se modifica el artículo 46 que pasa a tener la siguiente redacción:

“Artículo 46.—Recusación de la persona instructora.

1. El alumno o alumna, o sus padres, madres, tutoras o tutores legales, podrán recusar al instructor o instructora por 
alguna de las causas establecidas en el artículo 24 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.

2. La recusación deberá plantearse por escrito dirigido al Director o Directora del centro, a quien corresponde resol-
ver, y ante quien el recusado o recusada realizará sus manifestaciones sobre si se da o no en él la causa alegada. El 
Director o la Directora resolverán en un plazo máximo de dos días lectivos.

3. Contra las resoluciones adoptadas en esta materia no cabrá recurso, sin perjuicio de la posibilidad de alegar la 
recusación al interponer el recurso que proceda contra el acto que ponga fin al procedimiento.”

Veintiocho. Se modifica el artículo 47 quedando redactado como sigue:

“Artículo 47.—Medidas provisionales.

Excepcionalmente, y para garantizar el normal desarrollo de la convivencia en el centro, al iniciarse el procedimiento 
o en cualquier momento de su instrucción, el Director o la Directora por propia iniciativa o a propuesta del instructor o 
instructora, podrá adoptar como medida provisional la suspensión del derecho de asistencia al centro durante un período 
superior a tres días lectivos e inferior a un mes, previa valoración de su entorno sociofamiliar. Durante el tiempo que 
dure la aplicación de esta medida provisional, el alumno o alumna deberá realizar las actividades que se determinen para 
evitar la interrupción de su proceso formativo.”

Veintinueve. Se modifica el apartado 2 del artículo 48, con la introducción de dos nuevas letras b) y f), reasignándose 
las letras b), c) y d), respectivamente, como c), d) y e); se modifica asimismo el apartado 3, quedando la redacción del 
siguiente modo:

“2. La resolución de la dirección contemplará, al menos, los siguientes extremos:

a)		 Hechos probados.

b)		 Fundamentos jurídicos, entre los que se hará referencia, en su caso, al informe al que se refiere el artículo 42 
bis.

c)		 Circunstancias atenuantes y agravantes, en su caso.

d)		M edida correctora que se impone, en su caso.

e)		 Fecha de efectos de la medida correctora, en su caso.

f)		R ecursos o reclamaciones que procedan contra la resolución.

3. El Director o Directora comunicará a la Dirección General competente en materia de centros y al Servicio de Ins-
pección Educativa la resolución adoptada y la notificará al alumno o alumna y a su padre, madre o tutor y tutora legal 
de conformidad con lo establecido en el artículo 40 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.”

Treinta. Se modifica el apartado 1 del artículo 49 quedando redactado como sigue:

“1. Contra la resolución dictada por el Director o Directora de un centro docente público se podrá interponer recurso 
de alzada en el plazo de un mes, ante la persona titular de la Consejería competente en materia de educación, de confor-
midad con lo establecido en los artículos 121 y 122 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.”

Treinta y uno. Se añade un segundo párrafo a la disposición adicional segunda, quedando redactada como sigue:

“Disposición adicional segunda.—Centros privados.

Los centros privados no sostenidos con fondos públicos tienen autonomía para establecer sus normas de convivencia, 
correcciones educativas y determinar el órgano competente para imponerlas.

Aquellos centros que no tengan establecidas sus normas de convivencia y correcciones educativas se regirán de ma-
nera supletoria por el presente decreto.”

Treinta y dos. Se añade la disposición adicional cuarta, con la siguiente redacción:

“Disposición adicional cuarta.—Centros Integrados de formación profesional.

Para los Centros integrados de formación profesional todas las menciones contenidas en el presente decreto referidas 
a «consejos escolares» y «programación general anual» se entenderán aplicadas a los «consejos sociales» y al «progra-
ma anual de actuación» respectivamente.”
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Disposición adicional primera.—Adaptación de los Planes Integrales de Convivencia y de las normas de organización y 
funcionamiento o Reglamento de régimen Interior.

Los centros docentes adaptarán sus Planes Integrales de Convivencia y sus normas de organización y funcionamiento 
o Reglamentos de régimen interior a lo dispuesto en el presente decreto en el plazo máximo de seis meses contados a 
partir del día siguiente a su entrada en vigor.

Disposición adicional segunda.—Publicidad texto consolidado.

En el plazo de un mes desde la publicación del presente decreto, la Consejería de Educación y Cultura dispondrá 
la publicación del texto consolidado del Decreto 249/2007, de 26 de septiembre, por el que se regulan los derechos y 
deberes del alumnado y normas de convivencia de centros docentes sostenidos con fondos públicos del Principado de 
Asturias tanto en el Boletín Oficial del Principado de Asturias como en el Portal de Transparencia.

Disposición transitoria única.—Procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor.

En los procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor será de aplicación la normativa vigente en el momento 
en que se iniciaron.

Disposición final primera.—Habilitación normativa.

Se autoriza a la persona titular de la Consejería competente en materia de educación para dictar cuantas disposicio-
nes sean precisas para el desarrollo y aplicación de lo previsto en este Decreto.

Disposición final segunda.—Entrada en vigor.

El presente decreto entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias.

Dado en Oviedo, a seis de febrero de dos mil diecinueve.—El Presidente del Principado de Asturias, Javier Fernández 
Fernández.—El Consejero de Educación y Cultura, Genaro Alonso Megido.—Cód. 2019-01286.
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